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3 DISPOSICIONES GENERALES DEL T.H. DE GIPUZKOA 
DFG-DIPUTADO GENERAL 
Decreto Foral Norma de Urgencia Fiscal 3/2005, de 30 de diciembre, por el que se modifica la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades. 


DIPUTACION FORAL DE GIPUZKOA

DECRETO FORAL NORMA DE URGENCIA FISCAL 3/2005, de 30 de diciembre, por el que se modifica la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades.

PREAMBULO

La Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2004, anuló determinados artículos de la Norma Foral reguladora del Impuesto sobre Sociedades, en su redacción original del año 1996. El motivo de dicha anulación, según el propio Alto Tribunal señala en el fundamento jurídico decimoctavo de la referida Sentencia, no es otro que «...haberse omitido la necesaria notificación a la Comisión Europea establecida en el artículo 93 (actual artículo 88) del Tratado para medidas que indiciariamente pueden constituir «Ayudas de Estado». 

El pasado 27 de mayo se publicó en el Boletin Oficial de Gipuzkoa el Decreto Foral de Urgencia 32/2005, de 24 de mayo, en virtud del cual se modificaron determinados preceptos de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades. Dicha Disposición Normativa ha sido, a su vez, objeto de Autos del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, recaídos en sendos incidentes. El primero de ellos en el de medidas cautelares, en virtud del cual la Comunidad Autónoma de La Rioja solicitó su suspensión, y el segundo en el de ejecución de sentencia, promovido por la Federación de Empresarios de la Rioja, organización demandante en el recurso contencioso-administrativo que motivó la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre antes aludida.

El Tribunal Superior de Justicia, en el primero de sus autos (contra el cual se ha interpuesto recurso de súplica que está pendiente de resolver), acordó la suspensión únicamente de dos artículos del Decreto Foral de urgencia: El 29.1.a) y el 37 de la Norma Foral reguladora del Impuesto sobre Sociedades, correspondientes al tipo impositivo general del 32,5% y a la deducción por inversiones en activos fijos materiales nuevos. El argumento utilizado por el TSJPV para acordar la suspensión es que se trata «...de unos preceptos idénticos a otros que ya fueron jurisdiccionalmente anulados, por lo que concurre una clara y determinante apariencia de buen derecho ...». 

Escasos días después de dictar el primero de sus autos, el TSJPV ha dictado otro (el relativo al incidente de ejecución de sentencia), en el que el mismo Tribunal analiza el mismo cuerpo normativo (el Decreto Foral de urgencia), si bien en un procedimiento diferente. Y la conclusión es sustancialmente distinta. Efectivamente, el Tribunal analiza el contenido del DF 32/2005 comparándolo con la redacción de las disposiciones anuladas por el TS, para determinar si son o no idénticas. Y si bien por lo que se refiere al tipo impositivo la conclusión es la misma que en el auto anterior, con respecto a la deducción por inversión en activos fijos materiales nuevos, toma en consideración el sustancial cambio habido en el tipo de la deducción actual (10%) con respecto al tipo original anulado por el TS (15%) y no lo anula porque «...una reducción de su importe porcentual como la acaecida conllevará el surgimiento de dudas sobre la efectiva y significativa identificación entre las nuevas normas y las anuladas». Por tanto, teniendo en cuenta que la nueva disposición no es idéntica a la anterior, no la anula al amparo del art. 103.4 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Una situación tan enrevesada, desde el punto de vista jurídico, como la expuesta, exige que la presente exposición de motivos, quizá más extensa de lo habitual, explique el contenido de la disposición normativa que se aprueba, que en algunos aspectos introduce una técnica poco habitual motivada por las circunstancias. Se intenta casar el respeto y el acatamiento a las resoluciones judiciales, nunca puestos en cuestión, con el respeto a la legislación y a las competencias vigentes, especialmente las contenidas en el Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco que, evidentemente tampoco pueden ser puestas en cuestión, y menos aún por las Instituciones de los Territorios Históricos, especialmente obligadas a defenderlas y aplicarlas. Y todo ello, con el ánimo de preservar la seguridad jurídica, tan relevante en todos los ámbitos del derecho pero específicamente en el del derecho tributario.

Dos son básicamente, por tanto, los aspectos regulados en el presente Decreto Foral Norma de Urgencia Fiscal.

El primero de ellos es el tipo impositivo general. El Tribunal Supremo anuló el 32,5% por ser diferente e inferior al del Estado lo cual, en su opinión podía tener la consideración de «Ayuda de Estado».

El TSJPV, en los dos autos arriba mencionados, suspende primero y después anula el tipo del 32,5%, porque es idéntico al 32,5% anulado por el Tribunal Supremo en su Sentencia de nueve de diciembre de 2004. Pues bien, ahora se aprueba un tipo general del ......%, que obviamente es diferente al anulado. Ahora bien, no se vea en este nuevo tipo ningún ánimo de enfrentamiento ni de provocación a persona o institución alguna. Nada más lejos de la realidad. Son varios los motivos que justifican la aprobación de este nuevo tipo impositivo.

1.El Impuesto sobre Sociedades es un Impuesto concertado de normativa autónoma. Y el Concierto Económico no prevé límite específico alguno (al margen de los principios de armonización general) para el establecimiento del tipo impositivo.

2.La Sentencia de nueve de diciembre anula el tipo impositivo porque considera que podría ser considerada ayuda de estado. Sin embargo, con posterioridad a dicha Sentencia, se han producido hechos relevantes que contradicen dicha posibilidad:

—Las conclusiones del Abogado General en el recurso interpuesto por la República de Portugal en el asunto relativo a las Azores, permiten afirmar que, contrariamente a la tesis sustentada por el Tribunal Supremo, la Unión Europea nunca se ha pronunciado al respecto. Más aún, según el planteamiento del propio Abogado General, en una estructura política y competencial con las características existentes en el País Vasco, un tipo impositivo en territorio foral más reducido que el de territorio común claramente no constituye ayuda de estado.

—Son reiteradas las manifestaciones públicas en los últimos meses por parte de los responsables políticos de la Unión Europea, incluido el Comisario para la Fiscalidad y la Unión Aduanera, en el sentido de que la armonización del impuesto sobre sociedades no pasa por la equiparación de los tipos impositivos, sino por la armonización de la base imponible. Esto es, cada institución competente podrá aprobar el tipo general que considere más adecuado.

—Un tipo del ......% en el impuesto sobre sociedades encaja claramente en la banda más alta de los tipos impositivos en Europa, superado por muy pocos países. Poco tiene que ver, por tanto, con una hipotética ayuda de estado. 

3.Las Instituciones del Territorio Histórico de Gipuzkoa están obligadas a ejercer las competencias que les son atribuidas por la normativa vigente en especial y por el Concierto Económico en particular. Y el Concierto Económico reconoce a los Territorios Históricos la competencia para fijar el tipo del impuesto. Ni en la literalidad ni en el espíritu del Concierto Económico se contempla que la competencia para fijar el tipo impositivo pase por que éste tenga que ser igual o superior al de territorio común. Una conclusión de esa naturaleza significaría desconocer la figura del Concierto Económico y su significación jurídica e histórica.

4.Es público y notorio que nos encontramos en un momento con tendencia a la baja por parte de todos los países de Europa (incluso en territorio común) que cuentan con tipo alto del Impuesto sobre sociedades. Privar a los Territorios Históricos de esta posibilidad sería privarles de una competencia atribuida por el Concierto Económico.

El segundo de los aspectos que se regula en el presente texto normativo se refiere a la deducción por inversiones en activos fijos nuevos. Como se ha señalado, existen, pendientes de recurso, dos autos diferentes sobre la referida deducción. En consecuencia y en tanto se dicten las resoluciones judiciales correspondientes, procede en aras de la seguridad jurídica, aclarar la situación desde el punto de vista normativo. La técnica utilizada consiste en regular algunos de los aspectos que coinciden con la redacción original de la Norma Foral 7/1996 y que, en consecuencia, fueron anulados por la Sentencia de 9 de diciembre. El tipo de deducción, que no se incluye, será el 10%, bien porque el TSJPV revoque el auto de suspensión o, en caso contrario, porque entraría en juego el tipo vigente con anterioridad al DF de urgencia 32/2005, en modo alguno afectado por la sentencia de 9 de diciembre, ya que era diferente al 15% de la redacción original.

Asimismo, se determina la aplicación, con carácter transitorio, de los coeficientes de amortización correspondientes a la depreciación efectiva a efectos fiscales, vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de la Norma Foral del Impuesto.

En su virtud, al amparo de lo dispuesto en el artículo 8 de la Norma Foral General Tributaria del Territorio Histórico de Gipuzkoa, por razones de urgencia y previa deliberación y aprobación del Consejo de Diputados en sesión celebrada el día de hoy,

DISPONGO

Artículo Unico.

Se modifica la letra a) del apartado 1 del artículo 29 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, quedando redactada en los siguientes términos:

«a)  Con carácter general el ...... por 100».

DISPOSICION ADICIONAL

Uno: Las inversiones a que hace referencia el artículo 37 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, deberán reunir las características y cumplir los requisitos establecidos en el citado precepto y, además, los siguientes:

a)  Que se contabilicen dentro del inmovilizado las cantidades invertidas.

b)  Que los activos en que consistan tales inversiones tengan establecido, al menos, un período mínimo de amortización de cinco años, a excepción de los equipos informáticos.

Por período mínimo de amortización se entenderá el resultado redondeado al número superior de dividir 100 por el coeficiente máximo previsto en las tablas de amortización.

c)  Que el importe del conjunto de activos objeto de la inversión supere en cada ejercicio la cifra de 60.000 euros y que cumpla uno de los dos requisitos siguientes:

—Superar el 10 por 100 del importe de la suma de los valores contables preexistentes del activo fijo material y del activo inmaterial correspondiente a programas informáticos y a bienes adquiridos en régimen de arrendamiento financiero, deduciendo las amortizaciones, o

—Superar el 15 por 100 del importe total del valor contable del activo fijo de la misma naturaleza, sin deducir las amortizaciones.

A los efectos de determinar el valor contable, se atenderá al balance referido al último día del período impositivo inmediato anterior al del ejercicio en que se realice la inversión, sin computar el correspondiente al activo fijo objeto de la inversión que se encuentre en curso a la mencionada fecha.

Se entenderá por activo fijo de la misma naturaleza, el que se incluya o se vaya a incluir en la misma cuenta, de tres dígitos, del Plan General de Contabilidad, o, en su caso, de los planes sectoriales oficialmente aprobados.

d) No obstante lo dispuesto en la letra c) anterior, aquellas empresas que, habiendo cumplido cualquiera de los requisitos previstos en la misma, no superen el importe de 60.000 euros en el conjunto de activos objeto de la inversión, podrán aplicar la deducción contemplada en el apartado 1 del artículo 37 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, siempre que formalicen al menos un contrato laboral indefinido durante el ejercicio que suponga un incremento del promedio de la plantilla y lo mantengan durante los dos años siguientes.

Dos: Para el disfrute de la deducción a que se refiere el artículo 37 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, además de las previstas en el mismo, deberán observarse las siguientes reglas:

1.ª  En las adquisiciones de activos, formará parte de la base para la deducción la totalidad de la contraprestación convenida, con exclusión de los intereses, impuestos indirectos y sus recargos, que no se computarán en aquélla, con independencia de su consideración a efectos de la valoración de los activos. Asimismo, se reducirá en el 67,5 por 100 del importe de las subvenciones recibidas por la adquisición de los mismos bienes.

En el supuesto de que las inversiones consistan en bienes inmuebles se excluirá de la base de la deducción, en todo caso, el valor del suelo.

Cuando las inversiones consistan en la rehabilitación de pabellones industriales, la base vendrá determinada por las cantidades destinadas a la rehabilitación de los mismos, así como por el importe del precio de adquisición de éstos, en el caso de adquisición para su rehabilitación, con exclusión de los conceptos señalados en los párrafos anteriores.

2.ª  La base de la deducción no podrá resultar superior al precio que hubiera sido acordado en condiciones normales de mercado entre sujetos independientes.

3.ª  La transmisión, arrendamiento o cesión a terceros para su uso de los bienes en los que se materialice la inversión durante el plazo a que se refiere el apartado 4 del artículo 46 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, determinará la obligación de ingresar las cuotas no satisfechas en su momento por las deducciones aplicadas y los correspondientes intereses de demora, importe que deberá sumarse a la cuota resultante de la declaración del impuesto correspondiente al ejercicio en que se produzca la desafectación.

Si como consecuencia de la indicada desafectación, se redujese la cuantía de las inversiones a límites inferiores a los establecidos para tener acceso al disfrute de las deducciones se perderán éstas en su integridad, originándose la obligación de ingreso antes señalada. Del mismo modo se procederá cuando no se mantuviera el empleo creado durante el plazo fijado en la letra d) del apartado Uno anterior.

Se exceptúan de lo previsto en los párrafos anteriores los supuestos en los que, por una sola vez y en el plazo máximo de un mes, se afecte nuevamente el bien o se reponga éste por otro de similar importe y características.

DISPOSICION TRANSITORIA

En tanto no sean aprobados reglamentariamente los nuevos coeficientes de amortización a los que se refiere la letra a) del apartado 2 del artículo 11 de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, y para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2005 y anteriores a los que resulte de aplicación el régimen transitorio previsto en el Decreto Foral 32/2005, de 24 de mayo, por el que se modifican determinados preceptos de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del Impuesto sobre Sociedades, serán de aplicación los vigentes con anterioridad a la fecha a partir de la cual dicha Norma Foral surtió efectos. Dichos coeficientes se recogen en el cuadro de amortización efectiva de la Disposición Adicional Primera de la Norma Foral 11/1993, de 26 de junio, de Medidas Fiscales Urgentes de apoyo a la inversión e impulso de la actividad económica. Todas las referencias efectuadas a las tablas de amortización en la normativa tributaria se entenderán realizadas a dichos coeficientes.

DISPOSICION FINAL

1.Sin perjuicio de lo previsto en la Disposición Transitoria anterior, lo dispuesto en el presente Decreto Foral Norma de Urgencia Fiscal se aplicará con efectos para los periodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2005.

2.La Diputación Foral dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de este Decreto Foral Norma de Urgencia Fiscal.

3.El presente Decreto Foral Norma de Urgencia Fiscal entrará en vigor el día de su publicación en el Boletin Oficial de Gipuzkoa y se dará cuenta del mismo a las Juntas Generales para su convalidación, si procede.

Donostia-San Sebastián, a 30 de diciembre de 2005.

EL DIPUTADO GENERAL, 
Joxe Joan Gonzalez de Txabarri Miranda.

ELDIPUTADO FORAL 
DEL DEPARTAMENTO PARA LA 
FISCALIDAD Y LAS FINANZAS, 
Juan Jose Mujika Aginagalde. 

